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Informe sobre la Orden SND/261/2020, de 19 de marzo, para la coordinación 

de la actividad profesional de los miembros de los cuerpos de funcionarios regulados 

en el libro VI de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial durante la 

vigencia del estado de alarma declarado por Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 

 

En el BOE de 20 de marzo de 2020 se ha publicado la Orden SND/261/2020 de 

referencia, sustentado en las atribuciones  que el artículo 4.2 del Real Decreto 

463/2020, de 14 de marzo, de declaración del estado de alarma, por el que se designa 

al Ministro de Sanidad, bajo la superior dirección del Presidente del Gobierno, como 

autoridad competente delegada en las áreas de responsabilidad que no recaigan en las 

competencias propias de los Departamentos de Defensa, Interior así como 

Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.  

Por lo tanto, el Ministro de Sanidad es autoridad competente delegada en el 

área de competencias propias del Ministerio de Justicia a efectos de aplicar el real 

decreto de declaración del estado de alarma. 

De acuerdo con el artículo 4.3 del citado Real Decreto 463/2020, los Ministros 

designados como autoridades competentes delegadas en ese real decreto quedan 

habilitados para dictar las órdenes, resoluciones, disposiciones e instrucciones 

interpretativas que sean necesarios para garantizar la prestación de todos los servicios, 

ordinarios o extraordinarios, en orden a la protección de personas, bienes y lugares, 

mediante la adopción de cualquiera de las medidas previstas en el artículo once de la 

Ley Orgánica 4/1981. 

Las extraordinarias circunstancias que han motivado la declaración del estado 

de alarma imponen la necesidad de una coordinación, a nivel del todo el Estado, de la 

actividad profesional de los miembros de los cuerpos de funcionarios regulados en el 

Libro VI de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, a fin de garantizar 

la prestación de los servicios esenciales acordados por Resolución del Secretario de 

Estado sobre servicios esenciales en la Administración de Justicia de 14 de marzo de 

20201 y, al mismo tiempo, salvaguardar la salud de los usuarios del servicio y de 

aquellos empleados públicos que estén llamados a garantizar el mantenimiento de la 

actividad esencial de la Administración de Justicia en aras del interés general y de la 

defensa de los derechos y libertades de la ciudadanía. 

De conformidad con este soporte normativo, la Orden SND/261/2020 contiene 

las siguientes previsiones: 

  “Primero. 

                                                           
1
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Se encomienda al Ministro de Justicia la coordinación de la actividad 

profesional de los miembros de los cuerpos de funcionarios regulados en el libro VI de 

la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial en todo el territorio del Estado. 

Asimismo, le corresponderá la coordinación de los servicios públicos prestados 

a través de los Colegios Profesionales que actúan en el ámbito de la Administración de 

Justicia y, en particular, el turno de oficio y la asistencia jurídica gratuita”. 

- Por lo que se refiere al contenido del primer párrafo, cabe recordar que el 

libro VI de la LOPJ se dedica a los “Cuerpos de Funcionarios al Servicio de la 

Administración de Justicia y de otro personal”, incluyendo normas relativas al 

“personal de los Cuerpos de Médicos Forenses, de Facultativos del Instituto Nacional 

de Toxicología y Ciencias Forenses, de Gestión Procesal y Administrativa, de Técnicos 

Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, de Tramitación 

Procesal y Administrativa y de Auxilio Procesal, de Ayudantes de Laboratorio y de otro 

personal al servicio de la Administración de Justicia”. 

Por su parte, el libro VII de la LOPJ se dedica al “Ministerio Fiscal y demás 

personas e instituciones que cooperan con la Administración de Justicia”, donde se 

incluye la regulación de los Abogados, Procuradores y Graduados Sociales, así como de 

la Policía Judicial. 

Por consiguiente, de conformidad con lo previsto en el primer párrafo de este 

apartado primero de la Orden SND/261/2020, la función de coordinación atribuida al 

Ministro de Justicia se extiende a los cuerpos de funcionarios regulados en el Libro VI 

de la LOPJ, es decir, que supone la asunción por el Ministro de Justicia de la 

competencia de coordinación de la actividad de todos esos cuerpos, aun cuando dichas 

funciones se atribuyan en la LOPJ a otras Administraciones (en particular, a las CCAA). 

 

- En su segundo párrafo se añade la regla transcrita, que atribuye al propio 

Ministro de Justicia “la coordinación de los servicios públicos prestados a través de los 

Colegios Profesionales que actúan en el ámbito de la Administración de Justicia y, en 

particular, el turno de oficio y la asistencia jurídica gratuita”. 

Esta coordinación se formula en términos amplios, pues se refiere a “los 

servicios públicos prestados a través de los Colegios profesionales que actúen en el 

ámbito de la Administración de Justicia”, concretándose, en particular, en el turno y la 

asistencia jurídica gratuita. 

Esta regla plantea dudas interpretativas, pues la fórmula “servicios públicos” 

prestados por Colegios puede ser considerada como expresiva de las funciones que 

atribuye a los Colegios profesionales la Ley 2/1974, de 13 de febrero (ordenación de la 



3 
 

profesión, deontología profesional…). Pero ha de descartarse esta posible vía 

interpretativa, en la medida en que la Orden está dirigida al aseguramiento de la 

adecuada prestación de los servicios esenciales en el ámbito de la Administración de 

Justicia, como se expresa en el preámbulo de la propia Orden SND/261/2020. No 

existe justificación alguna actualmente para la asunción por el Ministro de la 

coordinación de las funciones que a los Colegios atribuye la Ley 2/1974. 

Por consiguiente, la interpretación de este párrafo segundo del apartado 

primero de la Orden SND/261/2020 ha de entenderse limitada al servicio público del 

sistema de asistencia jurídica gratuita (expresamente calificado así por la Ley 1/1996, 

de 10 de enero), que el legislador ha atribuido en su regulación, gestión y organización 

al Consejo General y a los Colegios de Abogados, pero no alcanza a los Colegios en sí 

mismos considerados. 

Llegados a este punto, y considerando que la función de coordinación ha de 

entenderse referida al servicio público de la AJG y TO (Ley 1/1996 y normas 

concordantes y de desarrollo) y, a lo sumo, a los servicios o funciones relacionados con 

la Administración de Justicia. El Ministro de Justicia, pues, asume claramente la 

“coordinación del servicio público de la asistencia jurídica gratuita y el turno de oficio”. 

Esta asunción implica, en consecuencia, que el Ministro ostentará en virtud de 

esta Orden la función de coordinación general en todo el territorio del Estado, incluso 

sobre las Comunidades Autónomas con competencias transferidas en materia de 

Administración de Justicia. 

En estas circunstancias, sería lógico que la interlocución con el Ministro recaiga 

en el CGAE, que cumplirá con sus funciones velando por la aplicación de la ley y de las 

disposiciones de orden extraordinario que se están adoptando y exigirá que la 

prestación de sus servicios por los abogados se efectúe en condiciones de seguridad 

para su salud. 

La Orden SND/261/2020 contiene un segundo apartado, a cuyo tenor: 

“Segundo 

A los efectos de llevar a efecto la actividad encomendada, el Ministro de 

Justicia podrá constituir una Comisión de coordinación de la situación de crisis en 

orden a poder articular consensuadamente las medidas necesarias para el 

mantenimiento de los servicios esenciales en lo referente a la actividad profesional 

desarrollada por los miembros de los cuerpos de funcionarios a los que se refiere la 

presente orden y dar cumplimiento a las recomendaciones dictadas por el Ministerio 

de Sanidad. En esta Comisión tendrán representación las comunidades autónomas con 

competencia en la materia. 
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Asimismo, sin perjuicio de las consultas que puedan formularse al Consejo 

General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado, una y otra institución 

acudirán a las reuniones de la Comisión a través del representante que estas designen, 

por considerarse necesario para poder coordinar adecuadamente las decisiones que se 

tomen en el ámbito de la Administración de Justicia en relación con los distintos 

colectivos implicados”. 

Cabe destacar que no se prevea en este apartado la presencia de la Abogacía, 

cuya coordinación, reiteramos, en materia de AJG y TO, se asume de manera expresa. 

Es decir, el Ministro asume funciones de coordinación de un servicio público cuya 

gestión corresponde a los Colegios, pero sobre el que ostentan competencias el Estado 

y determinadas CCAA por haberse transferido competencias en materia de Justicia y 

asume la de coordinación de ese servicio público cuya gestión directa corresponde a 

los Colegios. Llama la atención que se prevea la representación en esa comisión del 

ministerio de las CCAA que ostentan competencias que pasan a ser sometidas a 

coordinación estatal, pero no de las entidades colegiales que prestan los servicios sin 

someterse a instrucción alguna ni del Estado ni de esas mismas CCAA. 

Esta ausencia en la letra de la Orden debería ser subsanada en la composición 

de la comisión que arbitre el Ministro de Justicia. 

También abona esta conclusión el párrafo segundo de este apartado 2 de la 

Orden analizada. En él se prevé que representantes de CGPJ y de Fiscalía (que 

recordemos no está regulada en el Libro VI de la LOPJ, sino en su Libro VII, como la 

Abogacía y la Policía Judicial) “acudirán a las reuniones de la Comisión a través del 

representante que estas designen, por considerarse necesario para poder coordinar 

adecuadamente las decisiones que se tomen en el ámbito de la Administración de 

Justicia en relación con los distintos colectivos implicados”. 

Si uno de los colectivos implicados es el de la Abogacía, a través del servicio 

público de justicia gratuita, está sobradamente demostrada la necesidad de que esté 

representado el colectivo en esa comisión, habida cuenta de su papel esencial como 

colaboradora de la Administración de Justicia, dotada, en su configuración jurídica, de 

la garantía institucional que proporciona el artículo 36 de la Constitución. 

 

Finalmente el apartado tercero de la Orden establece: 

“Tercero. 

En el ámbito de aplicación fijado en el apartado primero de la presente orden, 

el Ministro de Justicia, previa comunicación a la Comisión prevista en el apartado 

anterior podrá adoptar, cuando sea indispensable, las resoluciones y disposiciones que 
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sean necesarias para garantizar, en todo el territorio del Estado, una aplicación 

homogénea de los servicios esenciales para la salvaguarda de derechos y libertades de 

la ciudadanía y de las recomendaciones establecidas por este Ministerio para la 

salvaguarda de la salud pública”. 

De nuevo, se prevé que el Ministro pueda adoptar resoluciones y disposiciones 

necesarias para la prestación homogénea de servicios esenciales en todo el territorio 

del Estado, lo que implica, por la referencia al apartado primero de la propia Orden, al 

servicio público de la Asistencia jurídica gratuita. 

Ello implica que los Colegios habrán de acatar decisiones en las que, en la letra 

de la Orden, no participarán ni serán oídos. El respeto a la decisión de la Ley 1/1996 y 

disposiciones concordantes y a la abogacía en su conjunto y su organización 

profesional exige la presencia de sus representantes en dicha comisión. 

 

 

Cuestión adicional 

No existen precedentes de una situación como la vivida hoy en día en nuestra 

historia reciente, que es la que legitima la asunción de competencias como la 

efectuada en la Orden analizada.  

No se conocen supuestos anteriores en los que las AAPP hayan asumido 

competencias colegiales, ni la función de coordinación del servicio público de 

asistencia jurídica gratuita. 

 

 

Madrid, 20 de marzo de 2020 


